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Fue allí donde los ilusionistas del Derecho demostraron
 que las reclamaciones carecían de toda validez,

simplemente porque la compañía bananera no tenía,
ni había tenido nunca ni tendría jamás trabajadores a su servicio.

Gabriel García Márquez: Cien años de soledad.

En cada Estado debe existir una jurisdicción especial de trabajo
 y un procedimiento adecuado para la rápida solución de los conflictos.

Carta Internacional Americana de Garantías Sociales, artículo 36 
(Bogotá, 1948).
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In limine

René Molina Galicia, a quien se dedica la presente obra colectiva que tengo 
el honor de acompañar, es hombre de cruzadas que no sabe cruzarse de 
brazos, jurista, cinéfilo, bibliófilo, y anfitrión espléndido. Me honra con su 
amistad, que he trabado también con su familia, y aspiro, de algún modo, tes-
timoniárselo con este –modestísimo– ensayo.

1. Preámbulo 

El Derecho Procesal del Trabajo refiere al conjunto de normas que regulan 
los institutos y mecanismos –judiciales, administrativos, arbitrales o auto-
nómicos– destinados a garantir la integridad del ordenamiento jurídico sus-
tantivo en materia laboral, mediante la composición de los conflictos y la 
sanción de las transgresiones que se susciten en su ámbito.

Así, el Derecho Procesal del Trabajo, reflejando el irreductible talante del or-
denamiento sustantivo cuya realización ha de garantir, se consustancia con el 
principio protectorio de la integridad –física, psíquica y moral– del prestador 
de servicios bajo subordinación o dependencia1.

Del principio protectorio, en la esfera adjetiva, se desgajan imperativamente, 
entre otras máximas, la valoración de la normativa –sustantiva y adjetiva– en 
favor del prestador de servicios personales, la primacía de la realidad sobre las 
formas, y la expansión de los poderes cautelares e inquisitivos del juzgador2,3:

1	 Vid. Caldera, Rafael: Derecho del Trabajo. Tipografía La Nación. Caracas, 1939, 
p. 191, «la justicia ordinaria es lenta, complicada y costosa (…) Ahí está la razón 
inmediata de la existencia de un fuero especial del trabajo. De tribunales especiales 
y de procedimiento especial. Aquéllos, para ocuparse con conciencia efectiva de 
problemas nuevos y urgentes. Este, para simplificar los juicios, suprimir la necesidad 
de abogados y adaptarse a la condición de Derecho tutelar que tiene el del Trabajo».

2	 Vid. Pasco Cosmópolis, Mario: Fundamentos de Derecho Procesal del Trabajo. 2.ª, 
Aele. Lima, 1997, pp. 38-74.

3	 En este orden de ideas, el artículo 5 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo (Gaceta 
Oficial de la República Bolivariana de Venezuela N.º 37504, del 13-08-02) dispone: 
«Los jueces, en el desempeño de sus funciones, tendrán por norte de sus actos la 



i. Valoración pro operario de las normas sustantivas y adjetivas: El De-
recho del Trabajo se configura a partir de la necesaria protección del pres-
tador de servicios personales en condiciones de dependencia, habida cuenta 
su mermado poder de negociación, lo cual supuso la ruptura con el principio  
de igualdad formal entre las partes del contrato y la consecuente libertad de 
regulación de los términos de interdependencia de estos.

A los fines de realizar la efectiva tuición del trabajador se conjugaron, de un 
lado, normas estatales de carácter protectorio, revestidas de orden público y, 
por tanto, irrelajables, y del otro, la libre organización de trabajadores para la 
defensa y promoción de sus intereses de clase o categoría4.

La integridad del Derecho sustantivo así hilvanado exige un régimen adjetivo 
que pondere y compense los asimétricos poderes de negociación que ostentan 
los sujetos de la relación de trabajo y garantice el destacado objetivo protectorio.

Por tanto, el juzgador deberá, en caso de antinomia, aplicar la norma que más 
favorezca al trabajador (principio de favor), asumir la interpretación que más 
beneficie a este, en caso de duda razonable (in dubio pro operario), y reconocer 
la vigencia –en la esfera del caso concreto– de la norma abrogada cuando re-
sulte más favorable al trabajador que el régimen derogatorio (conservación 
de la condición laboral más beneficiosa o progresividad).

	 verdad, están obligados a inquirirla por todos los medios a su alcance y a no perder de 
vista la irrenunciabilidad de derechos y beneficios acordados por las leyes sociales a 
favor de los trabajadores, así como el carácter tutelar de las mismas; y por tal causa, 
tienen que intervenir en forma activa en el proceso, dándole el impulso y la dirección 
adecuados, en conformidad con la naturaleza especial de los derechos protegidos».

4	 Son tres los contenidos esenciales o presupuestos de la libertad sindical: i. Organizativo 
o estático (derecho a asociarse sin autorización previa y bajo la modalidad que se 
estime conveniente); ii. dinámico o funcional (derecho a defender y promover los 
intereses grupales o de clase mediante la negociación colectiva normativa, la gestión 
del conflicto y la huelga, la participación en la gestión empresarial, y –como se 
pretende destacar– el diálogo y la concertación social) y iii. inmunitario o tuitivo 
(derecho a eficaz protección frente a las conductas que tuviesen por objeto o efecto 
impedir, restringir u obstaculizar el pleno y eficaz ejercicio de la libertad sindical). 
Vid. Carballo Mena, César Augusto: Libertad sindical. La perspectiva de los derechos 
fundamentales. CACM. Caracas, 2012, p. 165.
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ii. Primacía de la realidad sobre las formas: Como emanación del principio 
protectorio, el juzgador, advertido de la arquetípica asimetría en los poderes 
de negociación que exhibe la relación de trabajo, debe recelar de las formas 
externas, fachadas o apariencias y trascenderlas para aprehender los datos 
fácticos que revelen el modo en que efectivamente se trabó y desenvolvió la 
interacción que entraña prestación personal de servicios, derivando de ello 
sus consecuencias jurídicas.

iii. Poderes cautelares e inquisitivos del juzgador: El objeto del contrato de 
trabajo es el propio trabajador, como lo han apuntado, entre otros, Sinzheimer 
(el trabajador «no da ningún bien patrimonial, sino que se da a sí mismo»5), 
Caldera (el objeto de la relación de trabajo es «la fuerza de trabajo inhe-
rente al hombre [… es decir] la persona humana misma»6), y Supiot («la per-
sona física constituye el objeto de la prestación del trabajador. El cuerpo es el 
lugar, el pasaje obligado de la realización de las obligaciones del trabajador, 
es la cosa misma que forma la materia del contrato»7).

El bien jurídico tutelado por el Derecho del Trabajo es, entonces, la integridad 
física, psíquica y moral del trabajador, de allí que resulte impretermitible que, en 
el plano procesal, se inserten mecanismos que permitan verificar –con ánimo 
preventivo– el fiel cumplimiento de las normas sustantivas, y se confiera al juz-
gador amplias facultades que le permitan inquirir la verdad. Al primer objetivo 
responden nítidamente los servicios de inspección en el trabajo, general-
mente de naturaleza administrativa, orientados a la supervisión de centros de 
trabajo, detección de incumplimientos normativos, orientación sobre modos 
de subsanación, y aplicación de sanciones por desacato8. El segundo, por su 

5	 Sinzheimer, Hugo: «La esencia del Derecho del Trabajo». En: Crisis económica y 
Derecho del Trabajo. Cinco estudios sobre la problemática humana y conceptual del 
Derecho del Trabajo. IELSS. Madrid, 1984, p. 73.

6	 Caldera: ob. cit., p. 238.
7	 Supiot, Alain: Crítica del Derecho del Trabajo. Ministerio del Trabajo y Asuntos 

Sociales. Madrid, 1996, p. 80.
8	 «La eficacia del Derecho del Trabajo depende en gran parte, aunque no exclusivamente, 

del buen funcionamiento de un sistema de inspección del trabajo», Casale, Giuseppe: 
«La eficacia del Derecho del Trabajo y el papel de la inspección del trabajo». En: xx 
Congreso Mundial de Derecho del Trabajo y Seguridad Social. Sociedad Internacional 



parte, se concreta en la superación del clásico modelo dispositivo que se erige 
sobre la idea del juzgador mercenario, que limita su accionar a lo estrictamente 
requerido por los actores trabados en litigio, para –en su lugar– reconocerle am-
plias facultades inquisitivas que le permitan realizar la justicia en el caso con-
creto sometido a su escrutinio, entre las cuales cabe mencionar la iniciación de 
oficio del proceso o el fallo ultra o extrapetita, y –las más moderadas– opciones 
de impulsar o sanear –por propia iniciativa– el proceso.

Finalmente, cabe reiterar que en el perímetro del presente ensayo, el Derecho 
Procesal del Trabajo es concebido como conjunto de normas que regulan insti-
tutos y mecanismos destinados a asegurar la realización del ordenamiento sus-
tantivo, independientemente de la naturaleza judicial, administrativa, arbitral  
o autonómica de aquellos. 

Consecuentemente, integran el objeto de la referida disciplina jurídica tanto 
los procedimientos en sede judicial destinados a dirimir conflictos inter-
subjetivos, como aquellos que –con idéntica finalidad– se atribuyan a ins-
tancias administrativas, la conciliación, mediación y arbitraje de conflictos 
individuales o colectivos de trabajo, e incluso, bajo la perspectiva amplísima 
expuesta, los sistemas de inspección de centros de trabajo y sanción por 
violación del ordenamiento jurídico sustantivo9.

	 de Derecho del Trabajo y Seguridad Social. Santiago, 2012, p. 7 (consultado del original). 
En este sentido, «el Convenio 81 (de la Organización Internacional del Trabajo) asigna 
tres cometidos básicos para los inspectores laborales: garantizar que la legislación 
laboral se aplique, el asesoramiento a los empleadores y a los trabajadores sobre los 
medios más eficaces para lograr ese objetivo, y llamar la atención de las autoridades  
a propósito de las deficiencias actualmente no contempladas por la ley», ibíd., p. 11.

9	 Cabe reseñar que el Decreto con rango, valor y fuerza de Ley Orgánica del Trabajo,  
los Trabajadores y las Trabajadoras del 2012 (Gaceta Oficial de la República 
Bolivariana de Venezuela N.º 6076 extraordinario, del 07-05-12) prevé en su ar
tículo 23 principios de la administración de justicia, comunes a órganos judiciales 
y administrativos: «… uniformidad, brevedad, gratuidad, celeridad, oralidad, inme
diatez, concentración, prioridad de la realidad de los hechos, la equidad, rectoría 
del juez en el proceso, sencillez, eficacia, accesibilidad, imparcialidad, idoneidad, 
transparencia, autonomía, independencia, responsabilidad, atendiendo el debido 
proceso, sin dilaciones indebidas, sin formalismos o reposiciones inútiles».
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2. Precedentes: conciliación y arbitraje de conflictos 
colectivos de trabajo y sanción de infracciones legales

Durante el siglo xix el trabajo en Venezuela fue regulado básicamente a 
través de reglamentos locales de policía, contentivos de normas sobre es-
clavos, sirvientes, jornaleros, artesanos y aprendices10, y del régimen del 
arrendamiento de servicios previsto en el Código Civil (1862) y algunas leyes 
emanadas de entidades federales11. La aludida normativa, orientada por los 
principios liberales e individualistas imperantes, reguló esencialmente lo 
que concierne al deber de trabajar, la idoneidad profesional, las formalidades  
y modalidades del contrato, las causas y consecuencias de su extinción, la  
remuneración, la jornada, y los infortunios del trabajo12.

Resulta fundamental advertir que las diversas autoridades provinciales 
atribuyeron las funciones de composición de conflictos intersubjetivos y apli-
cación de sanciones por trasgresión del ordenamiento jurídico a instancias 
policiales, y solo excepcionalmente a jefes políticos, jueces o alcaldes13.
 
De otra parte, es de señalar que el Código de Minas de 30 de junio de 1891 
previó el cargo de «ingeniero inspector», al que correspondía velar por el 
cumplimiento de dicha ley y ejercer funciones de mediación en caso de 
huelga. La potestad de impulsar la autocomposición de conflictos colectivos 
de trabajo fue atribuida, en el Código de Minas de 29 de marzo de 1893, al 
«guardaminas», y suprimida en el Código de Minas de 16 de agosto 1909, en 
cuyo ámbito tales conflictos serían dirimidos –bajo fórmula de heterocompo-
sición– por una junta de tres árbitros arbitradores14.

10	 Parra Aranguren, Fernando: Antecedentes del Derecho del Trabajo en Venezuela 
1830-1928. Fondo Editorial Nacional-José Agustín Catalá, editor. Facsímil de la 
edición de 1965 por la Universidad del Zulia. Caracas, 1999, pp. 79-94.

11	 Ibíd., pp. 56-69.
12	 Ibíd., pp. 97-210.
13	 Ibíd., pp. 222-224.
14	 Parra Aranguren, Fernando: Antecedentes del Derecho del Trabajo en Venezuela 

(1916-1928). UCAB. Caracas, 1980, pp. 68-76. 



Con base en lo expuesto cabe sostener que la legislación sobre minas de finales 
del siglo xix introdujo las primeras normas procesales del trabajo, al prever la 
función de conciliación-mediación15 en caso de conflictos colectivos de trabajo, 
y posteriormente, con el Código de 1909, el mecanismo arbitral como medio 
de heterocomposición. 

La Ley de Talleres y Establecimientos Públicos de 26 de junio de 1917 y la 
Ley del Trabajo de 23 de julio de 1928, si bien consagraron derechos subje-
tivos en tutela del trabajador dependiente, contemplando aquella la imposición 
de sanciones pecuniarias por incumplimiento de deberes patronales (artículo 
6), y esta las funciones de policía administrativa con el objeto de velar por el 
cumplimiento de la normativa legal (artículo 4), no previeron mecanismos ad-
jetivos bajo la rectoría del principio tuitivo, correspondiendo –en todo caso–  
a los tribunales civiles dirimir las controversias que pudiesen suscitarse. 

3. Génesis del Derecho Procesal del Trabajo: 
Ley del Trabajo de 1936

El primer instrumento normativo con vocación de eficacia general en el 
ámbito de las relaciones laborales fue la Ley del Trabajo de 16 de julio de 
193616,17, toda vez que: 

15	 En la órbita de nuestro vigente ordenamiento jurídico (artículo 166 del Reglamento de 
la Ley Orgánica del Trabajo, Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela 
N.º 38426, del 28-04-06), las funciones de conciliación y mediación aparecen 
diferenciadas en atención a las facultades reconocidas al tercero interviniente: 
en aquélla, coadyuva a los sujetos del conflicto a alcanzar un acuerdo negociado, 
mientras que en esta, además de ello, somete a consideración de los interesados 
fórmulas específicas de arreglo. Esta distinción resulta particularmente trascendente 
en la esfera judicial (regulada en la actualidad por la Ley Orgánica Procesal del 
Trabajo del 2002), por cuanto los jueces, en todas las instancias, deben ejercer la 
conciliación, mientras que la mediación, que como acaba de verse entraña quebrantar 
la neutralidad y ofrecer fórmulas específicas de composición del conflicto, solo atañe 
a jueces especializados (juez de sustanciación, mediación y ejecución), excluidos  
–por regla general– de función dirimente. 

16	 Gaceta Oficial de los Estados Unidos de Venezuela, del 16-06-36 (año lxiv, mes x).
17	 Es de destacar que la referida Ley constituye expresión de la primera asesoría técnica 

brindada por la Organización Internacional del Trabajo a un país miembro en materia 
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i. Atribuyó a la Oficina Nacional del Trabajo –anunciada en el «Programa 
de febrero»18 del presidente López Contreras e instalada el 1° de marzo de 
193619– la función de cumplir y hacer cumplir las disposiciones legales 
(artículo 145.c), contando para ello con la adscripción de órganos admi-
nistrativos desconcentrados, denominados «inspectorías del trabajo»,  
a los cuales correspondía coadyuvar en el cumplimiento de dicha Ley 

	 legislativa: correspondió a David Blelloch desempeñarse en Venezuela como Asesor 
Técnico Accidental de la Oficina Internacional del Trabajo, coadyuvando a la Oficina 
Nacional del Trabajo en la redacción del Proyecto de Ley del Trabajo que devendría 
promulgada el 16 de julio de 1936. Al respecto, Blelloch manifestó: «Uno de  
los primeros pasos del régimen democrático (en Venezuela…) fue lanzar un 
programa de reformas conocido como programa de febrero (…) Ese programa 
prometía inter alia, la promulgación de un cuerpo de legislación protectora del 
trabajo y la inmediata creación de la Oficina Nacional del Trabajo para velar por la 
aplicación de la legislación del trabajo ya existente y para emprender el estudio me
tódico de las reformas que en ella debían introducirse. Mi colega ginebrino Manuel 
Arocha (…) cablegrafió de inmediato a su gobierno en Caracas, sugiriendo que 
la OIT fuera invitada a suministrar asistencia técnica (…) De acuerdo con esta 
iniciativa, el Gobierno cablegrafió a la Oficina formalizando tal solicitud (que era la 
primera…) de esta naturaleza que la Oficina recibió. El Director decidió enviarme  
a mí y llegué a Caracas el 20 de marzo de 1936», Blelloch, David: «La legislación 
del trabajo, el ‘desarrollo’ y Venezuela». En: Testimonios de una preocupación social. 
Ministerio del Trabajo. Caracas, 1996, pp. 34 y 35.

18	 Programa político y administrativo expuesto por el presidente de los Estados Unidos 
de Venezuela, Eleazar López Contreras, el 21 de febrero de 1936, como medida de 
apaciguamiento de la conflictividad política y social desatada con la muerte del 
Gral. Juan Vicente Gómez, el 17 de diciembre de 1935, después de haber gobernado 
autoritariamente al país, por sí o interpuesta persona, desde 1908. Entre los pun
tos principales del programa, a los fines del presente ensayo, destacan: i. «La 
reorganización de la administración de justicia (… y la reforma) de las leyes que 
rigen el procedimiento judicial (… con el objeto de asegurar) una justicia rápida, 
eficaz y no onerosa»; y ii. «adaptar a las condiciones peculiares de la República 
la legislación internacional del trabajo existente; y a tales fines creará pronto una 
Oficina Nacional del Trabajo, encargada de velar por la aplicación de la legislación 
vigente sobre la materia, y de emprender, al propio tiempo, el estudio metódico de las 
reformas que en ella deben introducirse», Gobierno y época del presidente Eleazar 
López Contreras. Mensajes y memorias 1935-1941. Pensamiento político venezolano 
del siglo xx. Documentos para su estudio. Tomo viii, vol. i, N.° 17. Congreso de la 
República. Caracas, 1985, p. 76. 

19	 Caldera: ob. cit., p. 158.



(artículo 151.a, en concordancia con el artículo 145.c), ejercer funciones 
de conciliación (artículos 151.c, 163 y 169) y arbitraje en el supuesto de 
conflictos colectivos de trabajo (artículos 175-177), sancionar con multa 
las infracciones legales (artículo 236), y –muy relevantemente– dirimir  
–bajo régimen transitorio20– conflictos intersubjetivos mediante el proce-
dimiento pautado en el Código de Procedimiento Civil de 1916 para las 
excepciones dilatorias21; y ii. Previó un amplio régimen de sanciones en el 
supuesto de infracción de las normas legales (artículos 203-232), a cargo 
–como antes fue señalado– de los inspectores del trabajo.

La comentada Ley del Trabajo constituyó la expresión primera del Derecho 
Laboral Procesal venezolano por incorporar instancias (inspectorías del tra-
bajo) y procedimientos (conciliación y arbitraje en la esfera de conflictos co-
lectivos, composición de conflictos intersubjetivos, y sanciones) idóneos para 
asegurar la observancia de la normativa sustantiva en materia laboral.

No obstante, la función jurisdiccional atribuida a instancias administrativas 
–en lugar de órganos judiciales– mereció la crítica temprana de Caldera, 
funcionario de la Oficina Nacional del Trabajo durante el proceso de sanción 
de la Ley del Trabajo de 1936:

Peca la Ley al atribuir la jurisdicción especial del Trabajo a los Inspec-
tores del Trabajo o a la persona que ellos comisionen, en la primera ins-
tancia; y en la segunda, a la Dirección de la Oficina Nacional del Trabajo. 
Derívase una duplicidad de funciones, administrativas propiamente di-
chas y administrativo-judiciales, que ocasiona multiplicidad de inconve-
nientes [… De otra parte, el procedimiento presenta tres claros defectos] 
1. El doble principio de la justicia mixta y electiva [previsto en …] el ar
tículo 183 de la Ley del Trabajo [conforme al cual las partes pueden pedir 

20	 «Para los asuntos que no correspondan a la conciliación y al arbitraje, y, en todo 
caso, para las cuestiones de carácter contencioso que suscite la aplicación de las 
disposiciones legales y de las estipulaciones de los contratos de trabajo (…) mientras 
sean creados metódicamente por el Ejecutivo Federal tribunales especiales…» 
(artículo 182).

21	 Vid. artículo 184 de la Ley del Trabajo de 1936.
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la constitución del Tribunal con asesores, y con ello…] llevar a la primera 
instancia una función de equidad, más que de estrecho razonamiento jurí-
dico […] 2. Establece la Ley que el procedimiento a seguir será el pautado 
en el Código de Procedimiento Civil para las excepciones dilatorias (ar
tículo 184) [… y] 3. [conforme al artículo 187 de la Ley…] la denuncia del 
caso deberá hacerse dentro de los diez días de ocurridos los hechos que 
la motivaron, y contendrá los datos que determine el Reglamento de esta 
Ley [… pretendiéndose deducir de ello] que no [habría…] lugar a juicio 
mientras dichos datos no se establecieran reglamentariamente22. 

Es de destacar que la atribución de amplísimas funciones jurisdiccionales a 
los inspectores del trabajo, en el momento fundacional del Derecho Laboral 
Procesal venezolano, delineó quizá el protuberante protagonismo de la admi-
nistración del trabajo en el ámbito de nuestro sistema de relaciones laborales. 
A pesar de la configuración –a partir de 1937– de órganos judiciales especia-
lizados en materia laboral, las instancias administrativas ejercen, incluso con 
carácter preeminente en la actualidad, además de las clásicas funciones de 
conciliación, inspección y sanción, la composición de una amplísima gama 
de conflictos intersubjetivos, en detrimento del Poder Judicial.

En efecto, mediante Decretos del 4 de diciembre de 1936 y 15 de noviembre 
de 1937 se crearon, por virtud de aquel, el Tribunal de Primera Instancia del 
Trabajo del estado Zulia, y por mandato de este, dos Tribunales de Primera 
Instancia del Trabajo con competencia en el Distrito Federal y un Tribunal 
Superior –colegiado23– del Trabajo con competencia nacional. Dichos ór-
ganos judiciales, en observancia de lo dispuesto en el artículo 184 de la Ley 
del Trabajo de 1936, habrían de dirimir los conflictos intersubjetivos deri-
vados de la aplicación de dicha Ley, mediante el procedimiento previsto en 
el Código de Procedimiento Civil para las excepciones dilatorias. En el resto 
del país continuó en plena vigencia el régimen transitorio que atribuía juris-
dicción a las inspectorías del trabajo24.

22	 Caldera: ob. cit., pp. 198-200.
23	 Compuesto por tres miembros (presidente, vicepresidente y canciller) y dos vocales, 

ibíd., p. 207.
24	 Ibíd., pp. 197 y 198. 



Aunque el procedimiento estuviese pautado en el Código de Procedimiento 
Civil, resultaba conforme al principio protectorio que también orienta al De-
recho Laboral Procesal, habida cuenta su carácter breve, en tanto circuns-
crito al trámite y decisión de excepciones dilatorias, y los ajustes25 de que 
fue objeto con la finalidad de garantizar la tutela judicial efectiva: opción 
de demanda verbal y deber del juez de plasmarla en acta que encabezaría el 
procedimiento (artículo 378 del Reglamento de la Ley del Trabajo de 1938), 
gratuidad (artículo 14 de la Ley del Trabajo), carácter urgente de todas las 
actuaciones (artículo 379 del Reglamento), audiencias todos los días há-
biles y garantía de horarios convenientes para los trabajadores (artículos 350  
y 351 del Reglamento), decisión de excepciones en la sentencia definitiva  
(jurisprudencia del Tribunal Superior del Trabajo26), facultad del tribunal 
de decretar de oficio las pruebas que estime de mérito (artículo 380 del Re-
glamento), y servicio público de defensa gratuita mediante procuradores de  
trabajadores (Decreto Ejecutivo del 17 de diciembre de 1938)27.

4. Vertebración judicial: Ley Orgánica de Tribunales 
y de Procedimiento del Trabajo y Ley Orgánica Procesal 
del Trabajo 

La Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo del 16 de 
agosto de 1940 organizó los tribunales del trabajo28 y el procedimiento que 
habrían de observar en el ejercicio de la función jurisdiccional, con aplica-
ción supletoria del Código de Procedimiento Civil en lo que respecta al juicio 
breve (artículo 47). 

25	 Ibíd., pp. 209-221.
26	 Ibíd., pp. 216 y 217. 
27	 Ibíd., p. 225.
28	 Artículo 2: «Los Tribunales del Trabajo son: a. Los Tribunales del Trabajo, que 

conocen en primera instancia; y b. El Tribunal Superior del Trabajo, que conoce 
en segunda instancia». Este último, «compuesto de tres jueces que se denominarán 
presidente, relator y canciller»; con sede en la ciudad de Caracas y con competencia 
para conocer «en segunda y última instancia, de las apelaciones y consultas de los 
fallos que dicten los tribunales que conozcan en primera instancia de los juicios del 
trabajo» (artículo 3).
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Su artículo 129, referido al ámbito material de validez, delimitó idealmente 
–aunque con escasa eficacia temporal30– los ámbitos de la justicia laboral 
administrativa y judicial: aquella atendería los procesos de conciliación y ar-
bitraje de conflictos colectivos de trabajo, y esta –expansivamente– el resto 
de los asuntos contenciosos en materia de trabajo. 

En términos abreviados, la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento 
del Trabajo de 1940 reprodujo los rasgos esenciales del procedimiento en-
samblado en la Ley del Trabajo de 1936 y su Reglamento de 1938, con los 
ajustes introducidos por la jurisprudencia, es decir, brevedad de los lapsos 
procesales (artículo 47), gratuidad (artículo 18) y carácter urgente de las ac-
tuaciones (artículo 68), opción de demanda oral y deber del juez de plasmarla 
en acta que encabezaría el procedimiento (artículo 77), y servicio público de 
defensa gratuita (artículos 49-55).

No obstante, dicha Ley previó opciones en cabeza del accionado que resultaron 
contrarias a los rasgos de simplicidad, celeridad y tuición del trabajador:
 

29	 «Los asuntos contenciosos del trabajo, que no correspondan a la conciliación ni 
al arbitraje, y en todo caso, las cuestiones de carácter contencioso que suscite la 
aplicación de las disposiciones legales y de las estipulaciones de los contratos de 
trabajo, serán sustanciados y decididos por los tribunales federales que se indican en 
la presente Ley».

30	 El artículo 165 de la Ley del Trabajo (reformada según Gaceta Oficial N.º 132 
extraordinario, del 10-05-45), atribuyó a los inspectores del trabajo la composición 
de los conflictos derivados del régimen de inamovilidad o estabilidad reforzada 
en beneficio de dirigentes sindicales. Dicho fuero fue luego extendido a los pro
motores de organizaciones sindicales (artículo 198 de la Ley del Trabajo, publi
cada en Gaceta Oficial N.º 200 extraordinario, del 03-11-47). Progresivamente 
la inamovilidad se extendió a otras categorías de trabajadores, potencialmente 
víctimas de discriminaciones por razones de actividad sindical –trabajadores inte
resados en elecciones sindicales, negociaciones colectivas, conflictos colectivos, 
etc.–, maternidad, paternidad, discapacidad por accidente de trabajo o enfermedad 
profesional, y suspensión del vínculo laboral, y en la actualidad ampara a la  
–prácticamente– totalidad de los trabajadores ex Decreto con rango, valor y fuerza 
de Ley de Inamovilidad Laboral, publicado en la Gaceta Oficial de la República 
Bolivariana de Venezuela N.º 6207 extraordinario, del 28-12-15.



i. Opción de oponer sucesivamente excepciones dilatorias y de inadmisi-
bilidad que habrían de ser resueltas in limine litis, promoviéndose la arbo-
rización31 del procedimiento (artículos 78-80); y ii. opción de contestar la 
demanda –agotada la incidencia por excepciones, si fuese el caso– de ma-
nera pura y simple (artículo 82), colocando sobre el demandante –bajo los 
criterios entonces imperantes– la carga probatoria.

Las falencias advertidas fueron objeto de reforma32, por cuya virtud, las ex-
cepciones dilatorias y de inadmisibilidad debían ser opuestas juntamente en la 
oportunidad de la litis-contestación33 (artículo 64), y el accionado, en ocasión 
de dar contestación a la demanda, debe determinar «con claridad cuáles de los 
hechos invocados en el libelo admite como ciertos y cuáles niega o rechaza y 
expresar asimismo los hechos o fundamentos de su defensa que creyere conve-
niente alegar», so pena de incurrir en confesión ficta (artículo 68). Esbozando 
los rasgos de inmediatez e inquisición de la verdad, se previó que, antes de con-
cluir el acto de la litis-contestación, el juez podría interrogar a la parte deman-
dada sobre alguno o más de los hechos que este no hubiese rechazado en forma 
determinada, teniéndose su repuesta como parte de la contestación34. 

La Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo fue objeto de 
una segunda reforma35, esta vez puntual, por cuya virtud se ajustó la cuantía 
exigida para la procedencia del recurso de casación (artículo 78).

El modelo de justicia laboral encarnado en la Ley Orgánica de Tribunales y 
de Procedimiento del Trabajo colisionó con la axiología de la Constitución 

31	 Pasco Cosmópolis: ob. cit., p. 43. 
32	 Vid. Gaceta Oficial N.° 494 extraordinario, del 02-08-56.
33	 Lo previsto en el referido artículo 64 «no excluye la posibilidad de proponer las 

excepciones de inadmisibilidad como defensas de fondo, de acuerdo con lo dispuesto 
por el artículo 262 del Código de Procedimiento Civil. En este caso, se seguirá el 
procedimiento pautado por el último de los artículos citados y se decidirá la excepción 
en la sentencia definitiva» (artículo 67).

34	 La reforma legislativa eliminó la Corte Superior del Trabajo y consagró, en su lugar, 
tribunales superiores del trabajo, unipersonales o colegiados (artículos 2.b, 3 y 21-24).

35	 Vid. Gaceta Oficial N.º 26266, de 19-11-59.
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aprobada mediante referendo de 15 de diciembre de 1999 y enmendada  
a través de idéntico mecanismo el 15 de febrero de 200936. 

La Constitución de la República Bolivariana de Venezuela proclama un  
Estado democrático y social de Derecho y de justicia que propugna como 
valores superiores de su ordenamiento jurídico y de su actuación, la vida, 
la libertad, la justicia, la igualdad, la solidaridad, la democracia, la respon-
sabilidad social y, en general, la preeminencia de los derechos humanos, la 
ética y el pluralismo político (artículo 2).

En este contexto, la función jurisdiccional se orienta, más que a solo dirimir 
las controversias que surjan en el seno de la sociedad, a garantizar la paz social 
a través de la materialización del modelo de justicia que traducen los valores, 
principios y reglas que integran el sistema constitucional37, y el proceso de-
viene instrumento fundamental para la realización de la justicia (artículo 257 
de la Constitución), superador, por tanto, de formalismos inútiles, incidencias 
proliferadas, onanismos adjetivos que centran la atención sobre el régimen 
procesal y sepultan la sustancia de lo debatido, y jueces mercenarios38.

36	 Vid. Gaceta Oficial N.º 36860, de 30-12-99, y N.º 5908 extraordinario, de 19-02-09, 
respectivamente.

37	 «Surge así (…) el proceso como un instrumento al servicio del orden constitucional; con 
lo que se acentúa el concepto ético del proceso (…) y sus connotaciones deontológicas. 
La negación de la naturaleza y objetivos puramente técnicos del sistema procesal, es 
al mismo tiempo la afirmación de su permeabilidad a los valores tutelados en el orden 
político constitucional y jurídico material», Molina Galicia, René: Reflexiones sobre 
una nueva visión constitucional: del proceso y su tendencia jurisprudencial. ¿Hacia un 
gobierno judicial? 2.ª, Editorial Paredes. Caracas, 2008, p. 223.

38	 «El proceso no puede convertirse en un simple ejercicio de actividades contrapuestas, 
ni en un fin en sí mismo. La búsqueda de la verdad, para hacer justicia, es lo que en 
definitiva da efectividad a los derechos reconocidos en las normas sustantivas. Tratándose 
de normas protectoras de los trabajadores, es todavía más claro y necesario que ese sea 
el objeto del proceso», Murgas Torrazza, Rolando: Tendencias actuales del Derecho 
Laboral Procesal y su influencia en las reformas del proceso del trabajo en América 
Latina. Material de apoyo del Seminario de Postgrado Internacional y Comparado sobre 
Derechos Laborales Fundamentales y Procesal del Trabajo, Isla de Margarita 14-22 de 
marzo de 2011. Sociedad Internacional de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social-
Academia Iberoamericana de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social-Universidad 
de Margarita-Fundación Universitas. Porlamar, 2011, p. 164.



Una tal configuración del Estado supone que los poderes públicos no solo 
deban apegarse estrictamente, en su organización y actuación, a las previsiones 
del sistema jurídico, erradicando así la arbitrariedad, como corresponde al Es-
tado de Derecho, sino que además, como se deduce de un Estado de justicia, se 
ordenen para garantizar a todos los habitantes de la República, con especial én-
fasis sobre aquellos que integren clases o grupos sociales preteridos39, el pleno 
y eficaz ejercicio de los derechos que dimanan del sistema constitucional.

La realización del Estado democrático y social de Derecho y de justicia,  
a través de la plena y oportuna satisfacción de los fines esenciales que se le 
atribuyen, reclama una adecuada tutela judicial porque, en definitiva, la tras-
cendencia de los derechos fundamentales en una determinada sociedad no ha 
de estimarse atendiendo a su mera proclamación sino, sobre todo, a los me-
dios adjetivos que se ofrecen para garantizar su pleno y eficaz ejercicio, como 
garantía de cohesión en una sociedad democrática donde, por definición, co-
existen intereses diversos e, incluso, contrapuestos. En este orden de ideas, el 
texto constitucional dispone:

Artículo 26.- (…) El Estado garantizará una justicia gratuita, accesible, 
imparcial, idónea, transparente, autónoma, independiente, responsable, 
equitativa y expedita, sin dilaciones indebidas, sin formalismos o reposi-
ciones inútiles.

Artículo 257.- El proceso constituye un instrumento fundamental para 
la realización de la justicia. Las leyes procesales establecerán la simpli-
ficación, uniformidad y eficacia de los trámites y adoptarán un proce
dimiento breve, oral y público. No se sacrificará la justicia por la omisión 
de formalidades no esenciales.

Artículo 258.- (…) La ley promoverá el arbitraje, la conciliación, la mediación 
y cualesquiera otros medios alternativos para la solución de conflictos40.

39	 Vid. TSJ/SC, sent. N.º 85, del 24-01-02.
40	 De conformidad con el artículo 253 de la Constitución, los medios alternativos de 

resolución de conflictos constituyen uno de los componentes del sistema de justicia.
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Como se desprende de las normas transcritas, la potestad jurisdiccional del Es-
tado y, por ende, el proceso, como modo de realizar dicha potestad41, se con-
ciben en el sistema constitucional como instrumentos para la consecución de la 
justicia, debiendo a tal fin promover los medios alternativos de solución de 
conflictos intersubjetivos.

Con la orientación expuesta en los párrafos precedentes, se ordenó a la 
Asamblea Nacional aprobar, dentro de su primer año de vigencia:

4. Una ley orgánica procesal del trabajo que garantice el funcionamiento 
de una jurisdicción laboral autónoma y especializada, y la protección del 
trabajador o trabajadora en los términos previstos en esta Constitución y 
en las leyes. La ley orgánica procesal del trabajo estará orientada por los 
principios de gratuidad, celeridad, oralidad, inmediatez, prioridad de la 
realidad de los hechos, la equidad y rectoría del juez o jueza en el proceso 
(Disposición Transitoria Cuarta de la Constitución).

La Ley Orgánica Procesal del Trabajo del 2002, dictada en acato al citado man-
damiento constitucional, derogó la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedi-
miento del Trabajo42 e instauró, con una vacatio legis de un año (artículo 194), 
un régimen procesal que presenta, entre otras, las siguientes peculiaridades:

i. Preeminencia de la oralidad, organización por audiencias e inmediatez del 
juzgador: Además de la opción de demandar oralmente, consagrada primero 
en el Reglamento de la Ley del Trabajo de 1938 e incorporada luego en la Ley 
Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, se prevé la celebra-
ción de audiencias, presididas por el juzgador, para impulsar medios alternativos 
de solución del conflicto –audiencia preliminar–, debatir la controversia y 
probar lo conducente –audiencia de juicio–, debatir y probar sobre la impugna-
ción de la sentencia proferida en primera instancia –audiencia de apelación–, 

41	 Véscovi, Enrique: Teoría general del proceso. Temis. Bogotá, 1984, p. 103.
42	 Salvo en lo que respecta al Servicio de Procuraduría de Trabajadores, previsto en 

los artículos 33-41 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo 
(artículo 206 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo).



y debatir sobre los vicios imputados a la sentencia definitiva dictada en  
segunda instancia –audiencia de casación o de control de la legalidad43–.

Es de destacar que la primera instancia articula dos fases sucesivas e im-
perativas, denominadas audiencia preliminar y audiencia de juicio, a cargo 
de jueces autónomos, destinadas al saneamiento y concreción de la litis y al 
impulso de medios alternativos de composición del conflicto, en aquella, y 
en esta, si fracasase la autocomposición procesal, al debate y resolución me-
diante sentencia del conflicto intersubjetivo sometido a escrutinio judicial.

ii. Celeridad y simplicidad: Abreviación de los trámites destinados a la noti-
ficación del accionado, previsión de lapsos brevísimos para dictar sentencia 
–60 minutos a partir de la culminación de la audiencia de juicio, de apela-
ción o de casación, susceptible de diferirse, en casos de extrema complejidad 
hasta por cinco días hábiles–, supresión de incidencias por cuestiones previas 
–antes, excepciones dilatorias y de inadmisibilidad–, negativa de recurso por 
admisión de pruebas promovidas por la contraparte, y –lo que resulta parti-
cularmente trascendente– casación sin reenvío.

iii. Impulsión de medios alternativos de solución de conflictos: Como antes 
se señaló, en la audiencia preliminar el juez de sustanciación, mediación y 
ejecución ejerce, entre otras, funciones de conciliación y mediación. Esta 
última supone proponer a las partes fórmulas específicas de resolución del 
conflicto y, por tanto, avanzar opinión sobre el conflicto intersubjetivo que  

43	 El control de la legalidad constituye un peculiar y extraordinario recurso susceptible 
de interponerse contra las sentencias definitivas de segunda instancia «que aún y 
cuando no fueran recurribles en casación, sin embargo, violenten o amenacen con 
violentar las normas de orden público o cuando la sentencia recurrida sea contraria 
a la reiterada doctrina jurisprudencial» de la Sala de Casación Social del Tribunal 
Supremo de Justicia (artículo 178 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo). Se 
atribuye a la Sala de Casación Social una amplísima discrecionalidad en el trámite del 
recurso, análoga al writ of certiorari del Derecho Procesal federal norteamericano, 
hasta el grado de exonerarla de motivar las razones estimadas relevantes en caso de 
declaratoria de inadmisibilidad. Vid. Casal H., Jesús María: Constitución y justicia 
constitucional. UCAB. Caracas, 2006, pp. 97-104.
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se ventila, lo cual no compromete su imparcialidad puesto que se encuentra 
exonerado de dirimir, mediante sentencia, dicha controversia; si no fuese po-
sible la autocomposición en la audiencia preliminar, el asunto sería conocido 
por el juez de juicio a los fines de su heterocomposición.

Debe, por último, destacarse que, siendo la impulsión de medios alternos de 
solución de conflictos un rasgo que transversaliza el sistema desarrollado por 
la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela y Ley Orgánica 
Procesal del Trabajo, todos los jueces –y no solo el de sustanciación, media-
ción y ejecución– deben ejercer la conciliación, esto es, propiciar el diálogo 
entre los actores y facilitar la autocomposición del litigio. En ningún caso de-
berán traspasar tales límites y mediar, toda vez que con ello quebrantarían 
el ideal de imparcialidad, debiendo entonces inhibirse o haciéndose pasibles 
de recusaciones que trastornarían el normal desenvolvimiento del proceso44.

5. Vertebración administrativa: Ley del Trabajo de 1936 
(transición), Ley del Trabajo de 1945 (excepción), 
Ley contra Despidos Injustificados 1974-1990 (expansión: 
estabilidad relativa o impropia), Decretos de inamovilidad 
laboral (2002-2015) y Decreto con rango, valor y fuerza 
de Ley Orgánica del Trabajo, los Trabajadores 
y las Trabajadoras de 2012 (preeminencia)

La perspectiva judicial del Derecho Procesal del Trabajo venezolano debe 
complementarse con el protuberante componente administrativo, al cual se 
atribuyeron, a partir de la Ley del Trabajo de 1936, funciones de conciliación 
y arbitraje en materia de conflictos colectivos de trabajo45, sanción de transgre-
siones al régimen legal46, y –con carácter transitorio– la heterocomposición 
de conflictos derivados de la aplicación de la legislación del trabajo.

44	 Vid. supra nota 15.
45	 Con antecedentes en los Códigos de Minas de 1891, 1893 y 1909.
46	 Con antecedente en la Ley de Talleres y Establecimientos Públicos de 1917.



Así, los inspectores del trabajo, o a quienes estos comisionasen, gozaron  
de potestad jurisdiccional para dirimir los asuntos contenciosos derivados de 
«la aplicación de las disposiciones legales y de las estipulaciones de los con-
tratos de trabajo (…) mientras sean creados metódicamente por el Ejecutivo  
Federal tribunales especiales…» (artículo 182 de la Ley del Trabajo de 1936).

Con la progresiva creación de los tribunales especiales en materia laboral y la 
sanción de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo de 
1940, quedaron nítidamente escindidas las funciones administrativas y judi-
ciales en el ámbito de la justicia laboral: aquellas centradas en la conciliación 
y arbitraje de conflictos colectivos laborales, y la sanción de infracciones al 
régimen legal, y estas en la composición de los restantes conflictos intersub-
jetivos que dimanasen de la aplicación de disposiciones legales en materia  
laboral y de las estipulaciones de los contratos de trabajo47.

La dicotomía apuntada se resquebrajó con la atribución a los inspectores del 
trabajo de la potestad dirimente en caso de conflictos derivados de la inamo-
vilidad o estabilidad reforzada que se reconoció –primero– a los directivos 
sindicales (artículo 165 de la Ley del Trabajo de 1945), y –luego– a quienes 
promoviesen la organización de sindicato (artículo 198 de la Ley del Trabajo 
de 1947). Progresivamente se reconoció inamovilidad o estabilidad reforzada 
a quienes se estimaron potenciales víctimas de discriminación por razones, 
principalmente, de actividad sindical48, maternidad49, paternidad50, discapacidad 

47	 Artículo 1 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo (1940): 
«Los asuntos contenciosos del trabajo, que no correspondan a la conciliación  
ni al arbitraje, y en todo caso, las cuestiones de carácter contencioso que suscite la 
aplicación de las disposiciones legales y de las estipulaciones de los contratos de 
trabajo, serán sustanciados y decididos por los Tribunales del Trabajo que se indican 
en la presente Ley».

48	 1. Dirigente sindical (artículos 95 de la Constitución, 419.3, 419.4, 419.5 y 419.6 
DLOTTT), desde el momento de su elección y hasta tres meses después del cese de 
sus funciones; 2. Promotor y adherente sindical (artículos 95 de la Constitución, 419.1 
y 419.2 DLOTTT), desde el momento en que sea presentada la solicitud de registro de 
la organización sindical o fuese presentada la manifestación de voluntad de adherirse a 
dicho proceso, y hasta 15 días después del registro o su negativa; 3. Delegado sindical en 
buque en donde presten servicios más de 15 trabajadores (artículo 265 DLOTTT), desde 
el momento de su elección y hasta tres meses después del cese de sus funciones (por  
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derivada de accidente de trabajo o enfermedad profesional51, suspensión del 
vínculo laboral52; y desde 2002 dicho régimen se extiende a la totalidad de los 
trabajadores, con exclusión apenas de quienes ejerzan funciones de dirección, 
acumulen menos de treinta días de antigüedad en el servicio, o ejecuten labores 
de temporada u ocasionales53.

	 aplicación analógica de los artículos 419.3, 419.4, 419.5 y 419.6 DLOTTT); 4. Interesado 
en la elección de los miembros de la junta directiva de una organización sindical (artículo 
419.7 DLOTTT), desde la convocatoria y hasta la proclamación (originalmente prevista 
en el artículo 452 de la Ley Orgánica del Trabajo de 1990); 5. Postulado a una elección 
sindical (artículo 419.8 DLOTTT), desde la postulación y hasta 60 días después de la 
proclamación de la respectiva junta directiva; 6. Interesado en la negociación de una 
convención colectiva de trabajo (originalmente prevista en los artículos 369 y 408 del 
Reglamento de la Ley del Trabajo de 1973): 6.1. A nivel descentralizado o de empresa 
(artículo 419.9 DLOTTT), desde la presentación del proyecto de convención colectiva 
y hasta la culminación del proceso; y 6.2. A nivel centralizado o de sector de actividad, 
mediante una reunión normativa laboral (artículos 419.10 y 456.f DLOTTT), desde su 
inicio (por solicitud, convocatoria de oficio o reconocimiento) y hasta la culminación del 
proceso; 7. Concernido por un conflicto colectivo de trabajo (artículos 419.9, 419.11 y 
489, último aparte DLOTTT), desde la presentación del pliego de peticiones y hasta la 
conclusión del procedimiento; y 8. Delegado de prevención en el Comité de Seguridad 
y Salud Laborales (artículo 44 de la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio 
Ambiente de Trabajo), a partir de su elección y hasta tres meses después de vencido el 
término para el cual resultó electo.

49	 Trabajadora en estado de gravidez (artículos 335 y 420.1 DLOTTT), desde la concepción 
y hasta dos años después del parto (antes prevista en los artículos 218 del Reglamento de 
la Ley del trabajo de 1973 y 384 de la Ley Orgánica del Trabajo de 1990). Igualmente, 
trabajador que adopte un niño menor de tres años (artículos 335 y 420.3 DLOTTT), 
durante dos años contados a partir de la fecha en que el niño sea dado en adopción.

50	 Trabajador cuya pareja se encuentre en estado de gravidez (artículos 420.2 DLOTTT 
y 8 de la Ley para Protección de las Familias, la Maternidad y la Paternidad), desde la 
concepción y hasta dos años después del parto.

51	 Trabajador víctima de accidente o enfermedad ocupacional que produjese pérdida de 
su capacidad habitual, hasta por un año después de su efectiva reubicación en un puesto 
de trabajo adecuado (artículo 100, cuarto aparte de la Ley Orgánica de Prevención, 
Condiciones y Medio Ambiente de Trabajo).

52	 Artículo 420.5 DLOTTT (ante prevista en los artículos 54 del Reglamento de la Ley del 
Trabajo de 1973 y 96 de la Ley Orgánica del Trabajo de 1990).

53	 Decreto con rango, valor y fuerza de Ley de Inamovilidad Laboral de 2015.



A estas funciones jurisdiccionales, dirimidas en la actualidad a través de 
los procedimientos administrativos previstos en los artículos 422-425 del 
Decreto-Ley Orgánica del Trabajo, los Trabajadores y las Trabajadoras, se 
suman otras, entre las que destacan la composición de conflictos derivados 
del valor de comida y alojamiento a fines de retribuir el período vacacional 
(artículo 193), la oportunidad de disfrute vacacional (artículo 200), la arbi-
traria negativa u omisión de afiliación sindical (artículo 364), otras conductas 
antisindicales (artículo 363), alegatos y defensas que pretendan enervar la 
negociación de un proyecto de convención colectiva de trabajo (artículos 439 
y 460) o el trámite de un pliego de peticiones (artículo 173 del Reglamento 
de la Ley Orgánica del Trabajo), y los reclamos que versen –confusamente y  
en detrimento de la potestad jurisdiccional de los órganos judiciales– sobre 
condiciones de trabajo (artículo 513 del Decreto-Ley).

Asimismo, durante la vigencia de la Ley contra Despidos Injustificados54  
(1974-1990), que previó un régimen de estabilidad relativa o impropia, por 
cuya virtud el patrono debía indemnizar a los trabajadores despedidos sin 
justa causa, o que se retirasen por causa justa, correspondió dirimir los con-
flictos intersubjetivos que se suscitasen a comisiones tripartitas de primera y 
segunda instancia, es decir, órganos administrativos adscritos al Ministerio 
del Trabajo e integrados por sendos representantes de dicho Ministerio y de 
las organizaciones más representativas de patronos y trabajadores55.

La señalada tendencia a la «administrativización» de la justicia laboral, que 
el Decreto-Ley Orgánica del Trabajo, los Trabajadores y las Trabajadoras 
diáfanamente intensifica56, trajo como consecuencia que se asignara a los 

54	 Gaceta Oficial de la República de Venezuela N.o 30468, del 08-08-74.
55	 Hung Vaillant, Francisco: Contribución al estudio de la Ley  contra Despidos Injus

tificados. 2.a, Editorial Jurídica Venezolana. Caracas, 1985, pp. 61-89.
56	 El apuntado sesgo del DLOTTT, propiciador de la administrativización de la justicia, 

se explica, en gran medida, por emanar del presidente de la República en ejercicio 
de la habilitación legislativa conferida por la Asamblea Nacional (artículo 1.9 de la 
Ley que autoriza al presidente de la República a Dictar Decretos con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley en las Materias que se Delegan, publicada en la Gaceta Oficial de la 
República Bolivariana de Venezuela N.º 6009 extraordinario, del 17-12-10).
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tribunales laborales competencia en materia contencioso-administrativa de 
anulación (artículo 25.3 de la Ley Orgánica de la Jurisdicción Contencioso- 
Administrativa57, en concordancia con criterio vinculante de la Sala Cons-
titucional58), incluso respecto de los actos administrativos emanados del  
ministro con competencia en materia laboral59.

Resulta imperativo, finalmente, destacar que la expansión y preeminencia de la 
justicia administrativa exhibe como principales falencias, de un lado, el desco-
nocimiento de estabilidad en favor de los inspectores del trabajo, lo cual tras-
grede frontalmente la imparcialidad e independencia del juzgador que entraña 
el núcleo esencial del derecho al debido proceso60, y del otro, la consecuente 
atrofia de la función inspectiva como método destinado a advertir trasgre-
siones del ordenamiento jurídico y orientar su idónea subsanación.

57	 Vid. Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela N.º 39451, del 22-06-10.
58	 TSJ/SC, sent. N.º 955, del 23-09-10.
59	 Vid. TSJ/SPA, sent. N.º 532, del 17-05-16.
60	 El artículo 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (1969) dispone 

que «Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de 
un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, 
establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal 
formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden 
civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter». Al respecto, la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos ha precisado que «si bien el artículo 8 de la Convención 
Americana se titula «garantías judiciales», su aplicación no se limita a los recursos 
judiciales en sentido estricto, sino al conjunto de requisitos que deben observarse en las 
instancias procesales a efecto de que las personas puedan defenderse adecuadamente 
ante cualquier acto emanado del Estado que pueda afectar sus derechos» (Ivcher 
Bronstein vs. Perú, http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/Seriec_74_esp.pdf). 
Asimismo, «conforme a la jurisprudencia de esta Corte y del Tribunal Europeo, así 
como de conformidad con los principios básicos de las Naciones Unidas relativos 
a la independencia de la judicatura (…) las siguientes garantías se derivan de la 
independencia judicial: un adecuado proceso de nombramiento, la inamovilidad en el 
cargo y la garantía contra presiones externas» (Chocrón Chocrón vs. Venezuela, http://
corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_227_esp.pdf).



Conclusión

El Derecho Procesal del Trabajo venezolano, con precedentes en los meca-
nismos de conciliación y arbitraje de conflictos colectivos previstos –a partir 
de 30 de junio de 1891– en la legislación de minas, se configuró nítidamente 
en la Ley del Trabajo de 16 de julio 1936, atributiva de potestades sancio-
natorias, conciliatorias, arbitrales, y jurisdiccionales –estas con carácter 
transitorio– a instancias administrativas desconcentradas denominadas 
«inspectorías del trabajo».

A partir de entonces, la justicia laboral es impartida por órganos administra-
tivos y judiciales:

i. Las autoridades administrativas, además de la sanción de infracciones y la 
conciliación de conflictos colectivos de trabajo, ejercen funciones jurisdiccio-
nales con carácter «transitorio» en la Ley del Trabajo de 1936; «excepcional»  
a partir de la Ley del Trabajo de 1945, con ocasión de la inamovilidad reco-
nocida a directivos sindicales y luego, progresivamente, a otras categorías 
de trabajadores en situación propiciatoria de discriminaciones; «expansivo», 
a propósito del régimen de estabilidad relativa o impropia previsto en la Ley 
contra Despidos Injustificados (1974-199061); y «preeminente» al reconocerse 
–sin solución de continuidad– inamovilidad a todas las categorías de trabaja-
dores (2002-201862) y atribuirse –en el Decreto-Ley Orgánica del Trabajo, los 
Trabajadores y las Trabajadoras– amplísimas potestades jurisdiccionales.

ii. Órganos judiciales, regulados primero en la Ley del Trabajo de 1936, que 
remitió al procedimiento para el trámite y resolución de excepciones dilato-
rias previsto en el Código de Procedimiento Civil, luego en la Ley Orgánica 
de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo de 1940 (reformada en 1956 

61	 Derogada el 1° de enero de 1991, ex artículo 665 de la Ley Orgánica del Trabajo  
de 1990 (Gaceta Oficial de la República de Venezuela N.º 4240 extraordinario, del 
20-12-90).

62	 En la actualidad, mediante Decreto con rango, valor y fuerza de Ley de Inamovilidad 
Laboral del 2015.
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y 1959), que a su vez remitió al juicio breve previsto en el Código de Proce-
dimiento Civil, y actualmente en la Ley Orgánica Procesal del Trabajo de 
2002, que reflejó la concepción constitucional del proceso como instrumento 
de realización de la justicia.

Caracas, abril de 2018

* * *

Resumen: El autor traza el recorrido histórico del Derecho 
Procesal del Trabajo venezolano. Para tales fines examina los 
diversos instrumentos legales que han regulado la materia pun-
tualizando que la justicia laboral ha sido impartida por órganos 
administrativos –inspectorías del trabajo– y judiciales –tribu-
nales especializados–, con tendencia actualmente a la «admi-
nistrativización» de la justicia laboral. Palabras clave: Derecho 
Procesal del Trabajo, tribunales y de procedimiento del trabajo, 
aproximación histórica.


